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FASE PREVIA 

 

Es inminente  que  al tratar de describir  conductas humanas lleguemos a  encontrarnos  

en los límites  de diligencias criminales aberrantes, pues en el desarrollo de esta investigación 

se podría creer que las conductas que se describen  parecieran mas  un  mito o una leyenda que 

tiene como fin  escandalizar a los padres de familia  en la protección de su núcleo primitivo. 

 

Contrario a lo que el común de una sociedad piensa, el Tráfico de órganos se aleja 

mucho de lo que es la ficción y  se desarrolla  como  una conducta  en la cual se extraen y 

comercializan  los órganos funcionales del cuerpo humano con fines lucrativos. 

 

Países tercermundistas como Colombia  son un caldo de cultivo propicio para que se 

desplieguen conductas  Indignantes y aberrantes  en donde se cuantifica la necesidad y la falta 
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de oportunidades que se traducen en delitos. Pues nos colocamos  frente a un negocio de 

incalculables dimensiones con un bajo  o nulo riesgo  punitivo pero por el contrario si muy 

rentable. 

 

Solamente  se puede evidenciar la magnitud de este problema si consideramos las 

excesivas demandas que en países industrializados que  han proliferado Estados Unidos y en 

Europa. 

 

En Europa, en el año 2007, había 58.200 pacientes en lista de espera para 

poder recibir un riñón, un hígado o un corazón. En total se realizaron 25.900 

operaciones; en Estados Unidos, la demanda de órganos sanos es más elevada, 

con 95.150 personas en las listas de espera; de las cuales 25.300 pudieron 

recibir un órgano sano. (Losada, 2009). 

 

 

El dantesco negocio cada día  se ve más  fortalecido por la gran  demanda y  la oferta 

de los países en vía de desarrollo, que han encontrado en esta actividad ilegal una fuente 

considerable de ingreso. 

 

En Colombia  se han tomado decisiones que  buscan  combatir y evitar el tráfico de 

órganos, ésta es la razón por la cual en nuestro país los donantes no se conocen con los 
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receptores. Además, tampoco está dentro del comercio licito la compra –venta de órganos, 

pues esto se hace una conducta que debe ser sancionadas penalmente. 

 

El tráfico de órganos es una de las actividades  que más genera condiciones de 

subdesarrollo y propicia el fenómeno criminológico por medio de la modalidad de delitos 

conexos. Ya que, quienes se dedican a esta actividad efectúan todo tipo de acciones; 

secuestros, asesinatos, robos de cadáveres   y crímenes en contra de la población infantil y de 

la población en condiciones de debilidad manifiesta. 

 

 En Colombia está prohibido y penalizado el tráfico y venta de órganos del cuerpo humano 

(Ley 919 de 22 de diciembre del 2004), existe la donación  (Ley 73 de diciembre 20 de 1998), 

pero no la permuta, ni la venta de órganos o tejidos. Un órgano  hace parte  del equilibrio 

funcional del cuerpo humano, es  necesario para la subsistencia del mismo,   quienes 

desarrollan estas conductas acceden  a los órganos y tejidos cómo si se tratara  de la posesión 

de un  bien mueble.  Además es un bien jurídico protegido por la legislación. Pues se tipifica 

la  comercialización de componentes anatómicos humanos para trasplante y se tipifica  como  

delito su tráfico (Ley 919 de 22 de diciembre del 2004)  

Se puede donar, pero para esto lo deben hacer en un centro Médico especializado en 

trasplantes donde se realiza el procedimiento del donante  y del receptor  “cuando exista el 

consentimiento del donante, del receptor, de los deudos, abandono del cadáver o presunción 

legal de donación.” (Colombia,  ley 73, 1988) 
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1. JUSTIFICACIÓN 

 

 

Frente al tema del turismo de trasplantes y el tráfico de órganos, se ha considerado 

como actos que violan derechos fundamentales del ser humano como la dignidad, la vida la 

integridad personal la igualdad personal y la justicia. Y son los países que viven en la extrema 

pobreza quienes se han convertido en  mayores oferentes de órganos y tejidos a los países 

desarrollados, quienes explotando su condición privilegiada benefician a un grupo poblacional 

minoritario. 

 

Esto ha dado pie, a la formación y desarrollo de redes internacionales que promueven 

el turismo de trasplantes, así como  actividades de trata de blancas con miras al tráfico de 

órganos, el secuestro, el homicidio y los raptos tendientes a estos  en el trafico de órganos  y 

componentes anatómicos se desarrolla  conductas que se relacionan íntimamente con negocios 

jurídicos  en los  cuales se ofertan, comercializan y se comisionan partes funcionales del 

cuerpo humano o de un cadáver con fines lucrativos. 

 

2. PLANTEAMIENTO DEL PROBLEMA 

 

 

Dentro del Estado Social de Derecho en Colombia se promulga el respeto y la dignidad 

humana,  se proclama la vida como un derecho inviolable,  en el que nadie debe ser sometido a 

tratos inhumanos o degradantes, puesto que las personas nacen libres ante la Ley y gozan de la 
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tutela constitucional en cuanto a sus libertades y oportunidades, sin importar su origen o 

condición social, donde se promueve la igualdad real y efectiva, y se proponen medidas a 

favor de grupos discriminados o marginados, cabe preguntarse; ¿es viable permitir, auspiciar o 

aceptar que se trasgreda la dignidad humana, la salud pública, la integridad personal, las 

libertades individuales, la autonomía personal  a través del tráfico de órganos en Colombia?  

 

La Constitución como carta máxima de nuestro ordenamiento interno, expresamente 

prohíbe trasgredir principios fundamentales del ser humano como su integridad, dignidad, 

libertad y subsistencia.  Es así, como el derecho a la vida es el más grande de los derechos 

tutelados y debe ser la finalidad esencial del Estado, garantizando y promoviendo  la 

efectividad de los principios y derechos consagrados en esta Constitución. Para ello debe 

aplicar un ordenamiento jurídico justo,  en procura de garantizar también sus libertades y su 

proyección humana. 

 

3. HIPÓTESIS 

 

 

¿Es posible demostrar que se trasgreden los derechos fundamentales contenidos en la 

carta magna y en los tratados de DD HH, cuando a través de un comercio ilícito e ilegal se 

permite el turismo de trasplantes y el tráfico de órganos y tejidos? 
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Si es posible demostrarlo pues la dignidad de los seres humanos no solamente se limita 

sino que además se desdibuja cuando soportamos la necesidad de un grupo poblacional menos 

favorecido que se encuentra en condiciones de absoluta pobreza. 

 

 

¿Es posible generar políticas de mejoramiento económico poblacional dirigidas a 

aquellos sectores marginados y que son precisamente el blanco del tráfico de órganos y el 

turismo de tejidos? 

 

 

Es posible si se desarrollan políticas encaminadas a la proyección social al desarrollo 

de proyectos, a la implementación de planes de mejoramiento que respondan a las necesidades 

identificadas mediante un proceso diagnóstico previo al interior de ciertos grupos 

poblacionales. Se puede lograr, el fortalecimiento de las entidades jurídicas existentes, a través 

de la implementación de políticas legislativas claras, que combatan asertivamente el fenómeno 

del tráfico de órganos y turismo de tejidos. 

 

Se desarrollarán verdaderas campañas que concienticen a las clases vulnerables y a los 

países en riesgo de sufrir ese flagelo sobre las implicaciones y consecuencias que genera dicha 

actividad. 
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4. OBJETIVOS 

 

 4.1 General 

 

Demostrar que la legislación Colombiana es insuficiente  y para ciertos casos 

inoperante cuando se trata de prevenir y combatir el tráfico de órganos. Evidenciando el débil 

impacto que se da al  implementar políticas que buscan concientizar a la población, de la 

trasgresión a la dignidad humana que ocasionan al hacer parte de la venta de órganos.  

 

4.2  Objetivos específicos 

 

4.2.1 Demostrar que la Ley es laxa y permisiva y que genera vacíos legales en los países en 

vía de desarrollo que son aprovechados por los comerciantes de órganos y tejidos. 

4.2.2 Evidenciar las estrategias que hacen posible la manipulación de las personas que por 

sus necesidades económicas llegan a participar en el tráfico de órganos y tejidos.  

4.2.3 Identificar las causas endógenas y exógenas   dentro de nuestro contexto social   que 

han propiciado el turismo de trasplante de órganos y de destinatarios extranjeros. 

4.2.4 Mostrar cómo la venta de órganos no asegura el bienestar personal y la estabilidad 

económica y por el contrario genera consecuencias irreversibles en la salud pública. 
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4.2.5 Exponer cómo las organizaciones dedicadas al turismo de trasplantes, al tráfico de 

órganos y tejidos se lucran con la Necesidad  de la población manifiestamente mas 

vulnerable  en estado de pobreza. 

 

5. MARCO TEÓRICO 

 

 

La práctica  de conductas socialmente relevantes que trasgreden ordenamientos 

jurídicos y que generan impacto social,  nos ha llevado al estudio inequívoco y conceptual de 

las causas criminológicas y de las consecuencias lógicas que genera el turismo de trasplantes y 

el tráfico de órganos y tejidos. Convirtiéndose en un tipo de comercio ilícito que se vale de la 

deficiencia legislativa en los países de bajos recursos o en vía de desarrollo, hace posible que 

organizaciones criminales se favorezcan económicamente y que acosta de una población 

vulnerable y necesitada  se genere una condición desoladora para la dignidad humana a partir 

del tráfico de órganos.  

 

 

Se desconocen los riesgos cuando se toman decisiones tan radicales como vender algún 

órgano del cuerpo que aún está vivo, se asumen aleatoriamente posiciones que comprometen 

la integridad personal y la misma vida.  Se lucran organizaciones que se camuflan en el 

turismo del trasplante que ha logrado posicionarse y ofertarse desde páginas web de algunos 

hospitales, en los que además de presentarse como una actividad convencional, se ofrece un 
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paquete turístico que entre otras cosas ofrece, viaje en primera clase, recogida en el 

aeropuerto, intervención y posoperatorio etc. 

 

 

Una realidad como está hace que paulatinamente el ser humano vaya perdiendo su 

dignidad y su estatuto de ser racional que lo diferencia de cualquier tipo de objeto. Las dos 

terceras partes de las personas que se han dedicado a este tipo de comercio vienen de países 

desarrollados y económicamente privilegiados.  La oferta desmedida proviene de países 

extremadamente pobres con condiciones precarias que obligan a las personas a comercializar 

con su cuerpo. 

 

 

En torno a este dantesco negocio pululan los estafadores, timadores, las bandas 

sicariales, quienes sin ningún reparo generan muerte y desolación, secuestros, trata de 

personas con fines de trasplantes de órganos, chantajes, crímenes selectivos y sistemáticos 

contra poblaciones específicas. 

 

 

En la actualidad se ha visto un incremento desmedido en el deprimente negocio del 

tráfico, turismo y trasplante de órganos que se está revisando detenidamente por la ONU, y 

que ha permitido proyectar el desequilibrio social que generan el ilícito desarrollo de esta 

actividad. Negocio recurrente, considerados por muchos como  aberrante pues no solo se 
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amenaza la integridad sino además se trasgrede la dignidad personal de quienes se encuentran 

en el renglón de la pobreza. 

 

 

6. MARCO HISTÓRICO 

 

 

Se ha considerado el tráfico de órganos como una actividad que se remonta al periodo 

de la segunda guerra mundial, especialmente en aquellos países del tercer mundo donde se han 

registrado mafias que han explotado este ilícito negocio. 

 

 

Claros ejemplos de esta realidad son;  el caso de Mozambique en el que  se 

descubrieron redes de traficantes de órganos que se dedicaban a secuestrar niños para 

extraerles sus órganos y venderlos en el mercado negro. También en países africanos y en 

países como Brasil se referenciaron redes que vendían órganos en donde emigraban niños de 

estos países hacia el exterior pero no lograban conciliar las cifras de las adopciones con los 

niños que salían del país.  También en la China, se han registrado casos  donde se involucran 

autoridades sanitarias y funcionarios de prisiones en asocio con mafias que traficaban los 

órganos de los presos ajusticiados que morían en las cárceles. 
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En Colombia se han registrado muchos casos en lo que las personas acuden a las 

Clínicas para realizarse los chequeos necesarios para hacer viable la venta de sus órganos, de 

salir favorecidos y ser aptos regresan ya con el objetivo de realizar la operación ilegal y 

posteriormente recibir las compensaciones económicas. 

 

 

En Brasil, donde el tráfico de órganos está considerado como un problema por la 

pobreza que asfixia a millones de brasileños,  que viven hacinados en las favelas ha propiciado 

la venta de sus hijos  a quienes posteriormente  comercializan con sus órganos.  

 

7. MARCO LEGAL 

 

 

El llamado turismo de trasplantes o el tráfico de órganos y tejidos puede ser descrito 

como aquella conducta humana criminal que va encaminada,  organizada y destinada a 

proveer de órganos humanos a las personas de mayores recursos económicos en detrimento de 

aquellos más pobres. Se ha aceptado científica y legalmente, que el tráfico de órganos consiste 

en la extracción y venta clandestina de órganos,  tejido o cualquier sustancia expedida por el 

cuerpo humano como resultado de un proceso fisiológico normal. Nuestra legislación  

expresamente en la ley 819 de 2004 “Prohibe la comercialización de componentes anatómicos 

humanos para trasplante y se tipifica  como delito su tráfico” además de penalizar  estas  

conductas  con penas  que están entre los 3 y  los 6 años en su art 2, también  penaliza; 
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En la misma pena incurrirá quien  sustraiga un componente  anatómico  de un  cadáver 

o de una persona sin la  correspondiente  autorización , quien participe en calidad de 

intermediario  en la compra venta o comercialización  del componente  o quien realice 

publicidad sobre la necesidad de un órgano o tejido sobre su disponibilidad, ofreciendo 

o buscando algún tipo de gratificación o remuneración. 

 

 

Dentro de la Declaración de Estambul en relación al tráfico de órganos y turismo en trasplante 

definieron.  

 

El "tráfico de órganos" es la obtención, transporte, transferencia, albergue o recepción 

de personas vivas o fallecidas o de sus órganos por medio de amenazas, uso de la fuerza 

o cualquier forma de coerción, secuestro, fraude, engaño, abuso de poder o de 

vulnerabilidad, tanto por el que entrega el órgano como por el que lo recibe, incluyendo 

pago por terceros o beneficios para lograr la transferencia o el control de un potencial 

donante, con el propósito de explotación para extraer órganos para trasplante". 

 

"Comercio de órganos" es una práctica en la cual un órgano es tratado como un bien 

económico que puede ser comprado, vendido o utilizado como mercancía. 

 

"Viaje para trasplante" es el traslado de donantes de órganos, receptores o profesionales 

relacionados con trasplante que cruzan fronteras jurisdiccionales con el objetivo de 

realizar trasplantes. Los viajes para trasplante se convierten en "Turismo en trasplante" 

si es que involucran tráfico de órganos o la comercialización de los mismos o de otros 

recursos como profesionales o centros de trasplante dedicados a entregar trasplantes a 

pacientes del extranjero, minando de esta para su propia población.  
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Declaración de Estambul en relación al tráfico de órganos y turismo en trasplante 

Autoría de los participantes de la Cumbre Internacional en Tráfico de Órganos y 

Turismo en Trasplante, realizada en Estambul, Turquía del 30 de abril al 2 de mayo de 

2008. Documento respaldado por The Transplantation Society e International Society of 

Nephrology y traducido del original en inglés (con autorización de los autores) por el 

Dr. Mario Uribe, Presidente de la Sociedad Chilena de Trasplante. (2009, pp. 1118- 

1119) 

 

La convención Interamericana de Derechos Humanos art. 4º, 5º, 6º , 7º,11º, 17º, 19º,  

Declaración Universal de los DD HH. La Constitución Política Nacional, en sus art 1, 2 ,11, 

12, 13, 14, 16, 17, 93.  Ley 599 de 2000, delitos contra la vida y la integridad personal, contra 

las lesiones personales, contra la libertad individual. ley 819 de 2004 “Prohíbe la 

comercialización de componentes anatómicos humanos para trasplante y se tipifica  como 

delito su tráfico” y en la Ley 73 de 1988, Decreto 2493 de 2004 se dictan  disposiciones en 

materia de donaciones y trasplantes de órganos y  componentes anatómicos para fines de 

trasplantes u otros usos terapéuticos. regulan la obtención, preservación  transporte  

procedimientos y donación. 
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8. RESULTADOS DE LA INVESTIGACIÓN 

 

 

8.1  EL TRÁFICO DE ÓRGANOS HUMANOS EN COLOMBIA Y SU NORMATIVIDAD  

 

Es una actividad humana que deriva en la venta de órganos humanos de un ser vivo a 

otro.  Puede darse de las siguientes maneras: Con la venta de un cadáver o sus órganos por 

parte de los deudos con la venta de órganos obtenidos contra la voluntad del cedente o sin el 

consentimiento de los deudos, y la exportación de órganos obtenidos en la misma forma (en el 

tráfico internacional de componentes anatómicos). (Farfán, 2008).  

 

También identificamos dentro de la perspectiva del tráfico de órganos, aquellas 

conductas que consideran una modalidad delictuosa,  puesto que lesionan o ponen en peligro 

bienes jurídicos que se encuentran amparados en un tipo penal y que además pueden 

convertirse en conductas que trasgreden la salud pública, la dignidad humana, la integridad 

personal y las libertades individuales. 

 

Estas conductas que se plantea en el presente  trabajo deben ser descritas dentro de un 

tipo penal específico, para que tengan una consecuencia punitiva, aunque algunas de ellas por 

el vacío normativo interno no se consideran nocivas, quedando remitidas desde el Derecho 

Penal hacia el Derecho Mercantil. 
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No todos los países en sus ordenamientos internos han tratado el tema con el mismo 

prisma y con la misma responsabilidad social, pues como lo hemos señalado en la fase previa 

países tercermundistas como Colombia son un caldo de cultivo propicio para que se 

desplieguen conductas indignantes y aberrantes como consecuencia de oportunidades 

laborales, analfabetismo, extrema pobreza que ponen a los sujetos  en condición manifiesta y 

potencial para ser donantes  de órganos y partes anatómicas. 

 

Otros países en cambio se han ocupado con mayor dedicación este fenómeno y han 

creado un marco legal que delimita los tipos penales y las prohibiciones de manera  expresa, 

denunciando cualquier tipo de negocio jurídico que involucre venta, cesión de órganos, tejidos 

y componentes anatómicos. 

 

En el caso de Colombia encontrábamos  un vacío normativo importante, que nos 

llevaba obligatoriamente a acudir a figuras de normas genéricas contenidas en el Estatuto 

penal especial intentando encuadrar o aplicar los tipos penales que se trasgredían a los que ya 

estaban consignados en los códigos, generando una consecuencia lógica de impunidad 

represiva. 
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8.1.1 El tráfico de órganos en las Leyes penales Colombianas. 

 

 

Hasta antes de la  promulgación de la Ley 919 de 2004 carecíamos en Colombia de 

Leyes especiales sobre el tema y se conocían conductas en las cuales mediaba más la voluntad 

y el consentimiento siempre y cuando éste fuera libre y voluntario en relación con la venta de 

órganos de personas con vida. 

 

También se generaban otras conductas que se daban cuando la persona moría (el 

cedente)  y sus deudos comercializaban el cadáver o sus partes.  En estos dos casos solamente 

operaban consecuencias de tipo comercial, pues podía llegarse a generar una nulidad absoluta 

de los contratos corporales respectivos, pero nunca procedía un enjuiciamiento de tipo 

criminal, porque  ninguna de estas conductas atentaba contra los principios básicos del 

derecho penal, no se ajustaban a un tipo penal que los prohibiera expresamente en la Ley penal 

y tampoco estaba previamente establecido que estas conductas vulneraran bienes 

jurídicamente tutelados o que fueran contrarios a la moral, lo que aún más traducía que no 

eran ilegales. 

 

Con la entrada en vigencia de la Ley 919 de 2004, hacen carrera en la comunidad 

jurídico penal aquellas conductas que trasgreden los bienes jurídicos tutelados en donde se 

apoderan de un órgano con fines de trasplantarse a otro ser humano contra la voluntad de una 

persona o trasgrediendo el consentimiento de los deudos si nos referimos a restos humanos. 
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El artículo 2º de la misma Ley,  

 

Quien trafique, compre, venda o comercialice componentes anatómicos humanos, 

incurrirá en pena de tres a seis años de prisión.  PARÁGRAFO: en la misma pena 

incurrirá quien sustraiga un componente anatómico de un cadáver o de una persona sin 

la correspondiente autorización, quien participe en calidad de intermediario en la 

compra, venta o comercialización del componente o quien realice publicidad sobre la 

necesidad de un órgano o tejido, sobre su disponibilidad, ofreciendo o buscando algún 

tipo de gratificación o remuneración. (Colombia, Ley 919, 2004) 

 

Por medio de la cual se prohíbe la comercialización de componentes anatómicos 

humanos para trasplante y se tipifica como delito su tráfico. 

 

Veamos los ejemplos antes de la entrada en vigencia de la Ley 919 de 2004: 

 

Tenemos hipotéticamente a María quien asiste a una fiesta en compañía de un amigo el 

cual la seda, colocándola en condiciones de indefensión y posteriormente en contra de su 

voluntad la conduce a un centro ilegal de trasplantes donde la mantiene durante ocho días 

hasta que le realizan la extracción de un riñón con fines lucrativos y comerciales. 
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Adecuemos esta conducta a nuestro ordenamiento penal:  

 

Su compañero deberá responder penalmente por el delito de secuestro contenido en el 

art 168 de la Ley 599 de 2000 y además el delito de lesiones personales descrito en el art 116 

de la misma Ley, pues entre uno y otro existe una relación de conexidad ideológica, el 

primero, el de secuestro “el secuestro es un delito medio que se comete para de consumar otro 

hecho punible, que es el delito-fin: obtener el órgano por medio de una mutilación que se 

causa al cuerpo del sujeto pasivo, lo cual configura el delito de lesiones personales, por 

pérdida anatómica o funcional de un órgano o miembro” (Colombia,  ley 599, art 111,116, 

2000).  Estamos frente a un concurso de delito, el secuestro y las lesiones personales.  Sin 

embargo, también podríamos vernos en la hipótesis de un homicidio en la modalidad de 

preterintencional en el caso en que María llegase a perder la vida.  

 

Aquí podemos claramente demostrar que estas conductas se podrán enmarcar en un 

tipo penal tradicional en donde se tiene como fin aprender una parte corporal o anatómica de 

una persona con el propósito de comercializarlo y ponerlo en manos de los proveedores del 

mercado negro de órganos y partes anatómicas. 

 

En el contexto de la Ley 919 de 2004, ya no solamente se penaliza la conducta del que 

secuestre, lesione o cause la muerte, también amplía el tipo penal a aquella persona que 

trafique, compre, venda  o comercialice estos componentes anatómicos y que además, amplíe 
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esta conducta a quien lo realice sustrayendo componentes anatómicos de un cadáver, de una 

persona, sin la correspondiente autorización. También penaliza la compra, venta y 

comercialización de estos componentes  ofreciendo o buscando alguna gratificación o 

remuneración. 

 

Veamos otro ejemplo: 

 

Patricia es la madre de Juliana quien ha perdido la vida en un accidente de tránsito y se 

encuentra en la morgue de Medicina Legal, para su respectiva necropsia médico legal que 

busca determinar la causa de su muerte. El médico que realiza dicho procedimiento sin 

autorización sustrae las córneas de sus órganos visuales con fines de trasplantárselos a una 

persona viva, por lo cual,  recibirá una remuneración.  

 

Antes de la vigencia de la ley 919 podríamos intentar encuadrar esta conducta en dos 

tipos penales simples y en los cuales correríamos el riesgo de no obtener un reproche penal ya 

sea por atipicidad de la conducta o por antijuridicidad de la misma. Veamos: 

 

El médico al apoderarse de un componente anatómico de un cadáver, sin el 

consentimiento de sus deudos en este caso de Patricia madre de la fallecida, podría estar 

apoderándose de cosa mueble ajena,  pues él no es el titular de ese bien lo que lo lleva a 
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cometer delito de hurto o más allá del delito de irrespeto a cadáveres. El primero contenido en 

el art. 239 de la Ley 599 de 2000 incurriendo en una pena de prisión de dos a seis años, y el 

segundo en el art. 204 de la misma Ley.  

 

Encuadrémoslo en el tipo penal de hurto, “ Quien se apodere de cosa mueble ajena con 

el propósito de obtener provecho para sí o para otro incurrirá en prisión de dos a seis años” 

(Colombia, Ley 599, 2000 art 239).  

 

El médico se apoderó de componentes anatómicos del cadáver de Juliana sin tener 

derecho a ello, y a su vez,  lo puso en el comercio ilegal de órganos actividad que le generó un 

provecho personal. Sin embargo, al profundizar en la “noción de cosa mueble es más amplia 

que el derecho civil, y por lo tanto pueden ser objeto material del hurto, todas las cosas 

corporales que puedan transportarse aún que civilmente sean inmuebles.  También es 

indiscutible que un órgano humano es una cosa mueble inanimada, que puede ser movido de 

un lado a otro por una fuerza externa”. (Arenas, 1984, p. 235). Bajo está noción, el médico 

entonces podría estar inmerso en el tipo penal de hurto simple. Pero ¿qué pasaría si el 

propósito de esa aprehensión es distinto y no recibe remuneración por la misma? ¿qué delito 

entonces se le imputaría? 

 

Vamos más allá, miremos la antijuricidad  “una conducta típica sólo es antijurídica 

frente  a que origine un daño a un interés jurídico o lo ponga en peligro (aspecto positivo), sin 
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que concurra a favor de la gente una causal de justificación (aspecto negativo)” (Farfán, 2008, 

p. 124). ¿Cuál es el bien jurídico tutelado que se lesiona o se pone en peligro sin justa causa. 

En el hurto simple, el bien jurídico lesionado es el patrimonio económico, en nuestro ejemplo 

quien es el titular o a quién se le afecta ese derecho patrimonial, a Juliana? 

 

 Quien ya no tiene vida y no es sujeto de derechos ni obligaciones, en el caso de su 

madre Patricia, de quien tampoco puede predicarse la titularidad de sus despojos mortales y 

mucho menos la apreciación monetaria que menoscabe su patrimonio frente  a la pérdida de 

un órgano o componente anatómico del cadáver de Juliana. 

 

La madre, en ninguno de los casos podría aducir que se menoscabó su patrimonio 

económico con esta conducta, aunque el médico recibió remuneración en el ejemplo, debe 

entenderse éste como un mercado negro ilegal. Vemos entonces cómo esta conducta podría 

quedar en la impunidad  si como pretensión principal se buscara enmarcarla en un tipo penal 

de hurto sería fallida. 

 

Intentémoslo con el mismo ejemplo en relación con el irrespeto a cadáveres definido 

como;  “ El que sustraiga el cadáver de una persona o sus restos, o ejecute sobre ellos actos de 

irrespeto, por lo cual incurrirá en prisión de uno a tres años,”. (Colombia, Ley 599, 2000 art 

204). Si el agente persigue finalidad de lucro, la pena imponible se aumentaría hasta en una 

tercera parte, o sin pasar las 10 unidades de multa. (Farfán, 2008, p. 125) 
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Analicemos el tipo penal, el médico sustrae los restos de Juliana, está dada la primera 

parte del tipo penal, recordemos que sustrajo las córneas de sus órganos visuales. Pero en la 

segunda parte del tipo penal que comprende irrespeto a cadáveres, deberíamos entrar entonces 

a hacer un juicioso análisis sobre esta aseveración, pues se puede entender que el irrespeto a 

cadáveres es una manipulación inadecuada del mismo, una extracción de una parte de éste, 

una utilización para actos religiosos sectarios o simplemente con el ánimo de burlarse o 

mofarse del mismo. 

 

Estaríamos con nuestro médico desarrollando el tipo penal a cabalidad, pero debemos 

significar que el sujeto activo de esta conducta directamente serían sus familiares, es decir, su 

madre Patricia y el sentimiento que se está desarrollando son actos de irrespeto, sentimientos 

que  pueden relacionarse directamente con bienes religiosos o morales y que deja escapar la 

conducta cuando se da con un propósito distinto como cuando se da con el fin de obtener un 

lucro o con otro tipo de finalidad. 

 

Lo que se ha querido tutelar en este tipo penal no es el patrimonio económico sino es el 

respeto a los cadáveres y este respeto, se enmarca dentro de condiciones éticas y morales que 

se convierten en anotaciones muy subjetivas y que  definitivamente difieren de nuestro tema 

de estudio, como es el tipo de conductas delictuales en que incurren las personas que se 

dedican al tráfico de órganos y componentes anatómicos con fines lucrativos. 
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Tenemos entonces que diferenciar, lo que quedaría dentro de una normativa jurídico 

penal general, en donde se busca tutelar; bienes jurídicos contra la vida o la integridad 

personal, contra las libertades individuales y quizás contra la autonomía personal. Lo que nos 

llevaría a estar frente a claros ejemplos de personas que con el propósito de traficar con 

órganos o componentes anatómicos generan acciones relativas a una actividad comercial, 

desbordando con esta conducta la legalidad.  

 

En realidad podrían escaparse conductas como el tráfico, la comercialización, la 

compraventa de estas partes humanas,  puesto que  en los tipos descritos anteriormente los 

verbos rectores estudiados se deben adaptar únicamente a esas conductas que se dan como 

consecuencia de esta actividad ilícita, es decir, se penalizara los casos en que se observa 

latentemente un detrimento al bien jurídico tutelado del tipo penal descrito, pero esto hace 

quedar en la impunidad la conducta real de compraventa, comercialización y tráfico de 

componentes anatómicos. 

 

8.1.2  Ley 919 de 2004 

 

 

El legislador, previendo que las conductas anteriormente descritas, estaban siendo 

ajustadas a la necesidad indignante de algunas personas que podían comercializar por penuria 

o quizás con fines económicos o intereses patrimoniales tutela el bien jurídico de la dignidad 

humana, dejándolo solamente en el plano de la donación por razones humanitarias, 
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prohibiendo categóricamente la comercialización de los mismos y tipificando el tráfico, la 

compraventa y la comercialización de los órganos. 

 

Es por eso, que con la Ley 919 de 2004, se decreta en el artículo primero la donación 

de componentes anatómicos; órganos y tejidos y fluidos corporales deberá hacerse por razones 

humanitarias. Se prohíbe cualquier forma de compensación, pago en especie por cualquiera de 

los componentes anatómicos. 

 

Quien done o suministre un órgano, tejido o fluido corporal, deberá hacerlo a título 

gratuito, sin recibir ningún tipo de remuneración, ni el beneficiario ni el componente, ni sus 

familiares, ni cualquier otra persona podrá pagar o recibir algún tipo de compensación  (Ley 

919  del 2004  párrafo 2 del art 1)  

 

Se desprende a prima faz, la voluntad legislativa de prohibir por motivos diferentes a 

los humanitarios el suministro, o comercialización de estos componentes anatómicos y además 

sanciona paralelamente acciones dentro del tipo penal del artículo siguiente de la Ley como la 

compra venta, el tráfico o la comercialización de componentes anatómicos que podrían ser 

extraídos de  personas vivas o de personas que posterior a su deceso sean manipuladas como 

lo consagra el parágrafo del artículo segundo de esta Ley. Cuando se sustraiga de un cadáver o 

de una persona sin la correspondiente autorización, pero además de penalizar y adecuar la 

descripción de la conducta al numeral segundo, incluye la participación en calidad de 
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intermediario en la compraventa o comercialización del componente anatómico y aún más 

ampliando el tipo penal al que realice publicidad sobre la necesidad de un órgano o tejido 

sobre su disponibilidad, ofreciendo o buscando alguna gratificación o remuneración. 

 

Podemos desarrollar dos caminos: se busca penalizar conductas como la compraventa 

de órganos y tejidos, el tráfico y la comercialización. Vemos que  en todas las conductas 

descritas anteriormente se vislumbra un contenido económico, lo que generaliza 

colectivamente el repudio internacional, que conlleva a la degradación de la dignidad humana 

como pilar fundamental de los Derechos Humanos. Igualmente sucede, cuando se desarrolla 

en personas vivas, o se trasgrede un sentimiento individual,  porque se trasgrede el derecho 

fundamental contra la autonomía familiar, que están representados en aquellas personas que 

puedan acreditar su calidad de deudos y que tengan la potestad de dar el consentimiento para 

ejecutar esta acción. 

 

 Téngase en cuenta que el bien jurídico que se está trasgrediendo es la autonomía 

familiar, lo que también debe rescatarse como derecho fundamental,  como lo es la autonomía 

personal, ya que, son los deudos los únicos quienes realmente podrían disponer de los restos 

mortales  y quienes pueden buscar se tutele su consentimiento cuando este sea trasgredido por 

aquellos que realizan la conducta descrita en el numeral dos de la Ley 917 de 2004. 
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Se hace relevante demostrar que ya sea que estemos describiendo la conducta de la 

compra venta, el tráfico o la comercialización en personas vivas o en  cadáveres, cómo el 

legislador siempre ha pretendido tutelar la dignidad, como valor inherente al ser humano que 

lo relaciona de facultades únicas como la racionabilidad, la libertad, la autonomía y la 

voluntad. Esta posibilidad contenida dentro de la dignidad propia del ser humano, nos genera 

un contexto potencialmente exclusivo a varias circunstancias como son la individualización 

del ser que es dotado en un reconocimiento inalienable a la dignidad de un individuo. 

 
Se destaca ante todo la Declaración Universal de Derechos Humanos de 1948, que 

invoca en su Preámbulo la “dignidad intrínseca (...) de todos los miembros de la familia 

humana”, para luego afirmar que “todos los seres humanos nacen libres e iguales en 

dignidad y derechos” (artículo 1°). Con posterioridad, el concepto de dignidad humana 

fue retomado por los dos Pactos internacionales de derechos humanos de 1966 y por la 

mayoría de los instrumentos condenatorios de una serie de prácticas directamente 

contrarias al valor inherente de la persona, tales como la tortura, la esclavitud, las penas 

degradantes, las condiciones inhumanas de trabajo, las discriminaciones de todo tipo, 

etc  (Andorno, 2006, p. 3) 

 

 

Cuando el legislador desarrolló el articulado de la Ley 919 de 2004, buscó también 

además de penalizar las conductas descritas, evitar que se celebraran contratos en cuyo objeto 

se desarrollara una causa y un objeto ilícito. Pues no se trasgrede la voluntad de la persona que 

está vendiendo un órgano y la persona que lo está adquiriendo por una necesidad o el 

intermediario que está participando en este negocio ilícito, dado que,  en virtud de esta Ley se 

prohíbe que el cedente con fines diferentes a los humanitarios, es decir,  con el fin 

exclusivamente de salvar vidas y aliviar sufrimientos incurra en conductas meramente 

comerciales soslayando su integridad personal y trasgrediendo su dignidad. 
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Queda claro que dentro de este contexto tanto el cedente a título remuneratorio o aquel 

que lo adquiere bajo la misma modalidad o aquel que participa obteniendo un provecho 

económico en el desarrollo de esta conducta, son sujetos penalmente responsables que 

trasgreden el bien jurídico tutelado como la dignidad, la integridad personal, la vida, las 

libertades individuales. 

 

Miremos otro contexto que ha sido claramente descrito en la fase previa de este 

trabajo, que se ha dado en torno a la compra y venta de órganos funcionales del cuerpo 

humano y que  han generado espacios propicios en países tercermundistas como Colombia. Lo 

que ha fortalecido el turismo con fines de trasplante de órganos, una actividad más que genera 

condiciones de subdesarrollo y propicia un fenómeno criminológico en el marco de delitos 

conexos a los mismos como el secuestro, el homicidio, los robos a cadáveres y crímenes 

contra población civil o población en condiciones de debilidad manifiesta. 

 

El ideal es que todas las personas que desarrollen  actividades en torno a las prácticas 

de los traficantes de órganos sean irradiadas con las Leyes vigentes, pues como lo hemos visto 

en el desarrollo legislativo de la ley, estas personas que ofrecen a través de negocios jurídicos 

que en principio podrán ser lícitos como es el turismo, ofertan dentro de sus productos la 

posibilidad de adquirir un órgano o tejido, un Centro de prestación de servicios, y un 

procedimiento médico quirúrgico para su recepción. Estas personas, trasgreden el 

ordenamiento penal pues comercializan dentro de sus paquetes lícitos objetos ilícitos. 
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Determina la Ley 919 de 2004, que solamente serán autorizados los bancos de 

componentes anatómicos y Centros de Trasplantes, quienes participarán en un proceso de 

extracción o trasplante acatando las normas de la presente Ley y además desarrollando las 

normas que reglamentan la donación de la ley 73 de 1988 que sancionan con multa a quienes 

la infrinjan. 

 

No podemos pretender interpretar la autonomía del libre desarrollo de la personalidad 

como una herramienta legislativa constitucional relacionada directamente con la libertad 

individual de las personas, es claro que con el tráfico y la comercialización de componentes 

anatómicos en contra de la voluntad del cedente, se trasgreden libertades individuales y 

personales. Se ponen en peligro  y se menoscaba la posibilidad de una vida digna y en 

condiciones de un mínimo vital además, que se perpetúa una práctica degradante que a 

mediano y corto plazo genera disminución funcional en la persona humana. Esta realidad 

trasgrede el art. 49 de la constitución que en su numeral 5º dice: “Toda persona tiene el deber 

de procurar el cuidado integral de su salud y la de su comunidad” 

 

Miremos el alcance de la norma jurídica en contexto: el artículo segundo de la Ley 

919,  nos  muestra varias posibilidades; por una parte aquella que se refiere al que trafica, 

compra venta o comercialice, lo cual ya ha sido de suficiente estudio, Por otra parte,  aquella 

que habla de quien sustraiga un componente anatómico de un cadáver o de una persona sin la 

correspondiente autorización, En otra vertiente el que participe en calidad de intermediario en 
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la compra o venta o comercialización de dicho componente y por último quien realice 

publicidad u oferte un órgano o tejido ofreciéndolo a título de gratificación o remuneración. 

 

En todas las conductas anteriormente descritas, es posible estructurar un concurso de 

delitos que se pueden adecuar típicamente a los tipos generales contenidos originalmente en la 

ley 599 del año 2000, en complementación con la Ley 919 de 2004. 

Veamos:  

 

Si una persona le causa la muerte a otra con el propósito de comercializar sus órganos 

visiblemente encontraríamos carga típica y jurídica en esta conducta frente al tipo penal del 

homicidio y al tipo penal del tráfico de órganos. Sin embargo,  en cualquiera de los casos 

analizados anteriormente se puede castigar, dado que en ambos se vislumbra una sustracción 

ilegal de los órganos, pero el fin es el mismo, su comercialización, su tráfico o compra venta. 

 

La Ley 73 de 1988 en el artículo segundo establece una excepción a la prohibición, en 

la cual, los deudos son los único que pueden decidir libremente respecto a la cesión de los 

órganos de su familiar fallecido, pues contempla una presunción; 

 

Para los efectos de la presente Ley existe la presunción legal de donación cuando una 

persona durante su vida se haya abstenido a ejercer el derecho que tiene a oponerse a 
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que de su cuerpo se extraigan órganos o componentes anatómicos después de su 

fallecimiento, si dentro de las seis horas siguientes a la ocurrencia de la muerte cerebral 

o antes de la iniciación de una autopsia médico legal, sus deudos no acreditan su 

condición de tales ni expresan su oposición en el mismo sentido. (Colombia, Ley 73, 

1988) 

 

Si la persona en vida no ha manifestado su voluntad de donar,  dentro de las siguientes 

seis horas a la ocurrencia de su muerte cerebral o antes de iniciarse su autopsia perderá el 

derecho consagrado en la Ley de trasplantes y se presumirá que no hay ninguna oposición a la 

extracción de órganos o componentes anatómicos con fines de donación y trasplante. Con el 

deber por parte del médico responsable de realizar la necropsia, y se informara a los deudos de 

sus derechos en virtud al artículo segundo de la ley 73 de 1988, pero en todo caso la 

extracción y utilización de estos órganos prevalecerá la voluntad del donante sobre la de sus 

deudos cuando ésta haya sido realizada. 

 

En ninguno de estos casos podrá mediar remuneración, comercialización, compra 

venta. Gratificación ni dádiva. La misma Ley nos muestra en el artículo 5o quién es el que 

debe expresar el consentimiento, si la persona en vida no lo hizo, atendiendo precisamente a 

su condición de deudo de una persona fallecida o en otra condición se tendrá en cuenta el 

siguiente orden:  

 

El cónyuge no divorciado separado de cuerpos, los hijos legítimos o naturales mayores 

de edad, los padres legítimos o naturales, los hermanos legítimos o naturales mayores de 
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edad, los abuelos y nietos, los parientes consanguíneos en línea colateral hasta el tercer 

grado, los parientes afines hasta el segundo grado, los padres adoptantes y los hijos 

adoptivos ocuparán dentro del orden el lugar que corresponde a los padres e hijos por 

naturaleza.(Art 5 de la ley 73 de 1988)  

 

Cuando a personas ubicadas dentro de un  mismo numeral de este artículo, corresponde 

expresar su consentimiento, en ausencia de otras con mayor derecho dentro del orden aquí 

señalado, y manifiesten voluntad encontrada, prevalecerá la de la mayoría.  En caso de 

empate, se entenderá negado el consentimiento. 

 

Podemos concluir, que la presunción legal de donación, ocurre cuando las personas no 

se oponen y se puede perder el derecho por parte de la disposición de los deudos. Pero también 

puede darse el caso que haya una sustracción indebida, pues si la persona en vida se opuso a 

que sus órganos y partes funcionales de su cuerpo fueran extraídas o sus deudos 

oportunamente se han opuesto a que se apoderen de estas partes corporales, estaríamos frente 

a una sustracción sin autorización lo que conllevaría a un reproche penal. 

  

El tipo penal también se hace extensible a quien participe en calidad de intermediario 

en la compra o comercialización del componente anatómico Ley 919 de 2004. Este artículo 

sanciona la intermediación de personas que despliegan actos con el fin de proveer 

componentes anatómicos, conseguir, proveer, contactar, o celebrar negocios percibiendo una 
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comisión dineraria por su trabajo, y además  está  inmerso explícitamente en una conducta 

ilícita contraria a la que se ha pretendido tutelar por el legislador. 

 

8.1.3. Falencias de la legislación colombiana 

 

 

Nuestro ordenamiento jurídico penal no solamente debe prohibir la comercialización 

de componentes anatómicos humanos para trasplante,  sino que además, debe tutelar tipos 

penales que representen peligro  para la  salud publica y que puedan poner en riesgo la 

integridad personal de otras personas que llegan a ser  los receptores de estos órganos. Por 

supuesto,  en estos tipos penales en donde se done  un órgano de forma irregular y que éste no 

sea preservado debidamente con el total conocimiento de quien lo manipula pondrá en peligro 

la integridad personal de quien llegue recibirlo. 

 

La integridad física podría verse menoscabada con un ingrediente que ya puede 

responder a dos modalidades de la conducta: dolosa si se tiene el conocimiento total de la 

misma o culposa, aunque no se haya desplegado con el conocimiento total se hubiere 

desarrollado por omisiones involuntarias, imprudencia, negligencia, impericia o inobservancia 

de reglamentos que finalmente generarían un daño en quien fungiera como receptor. 
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El Doctor Francisco Farfán Molina propone en su obra “El tipo propuesto sería 

estructurado como un delito contra la integridad personal, que se denomina cesión de órganos 

irregularmente conservados, así: el que lo venda o done un órgano humano sin los debidos 

controles de asepsia y preservación, incurrirá en prisión de…” (Farfán,  2008, pp. 142 -144)   

 

Frente a la prevención, la policía criminal busca mediante la implementación de 

políticas concientizar la población. Haciéndoles entender que vender sus órganos trasgrede la 

dignidad humana y trae como consecuencia secuelas que merman su salud, la calidad de vida 

y en algunos casos la total pérdida de la capacidad de trabajo.  Puede evidenciarse  que no se 

encuentran políticas claras nacionales en donde se adviertan los riesgos a los que se ven 

expuestos las personas que decidan convertirse en donantes del comercio ilícito, que por lo 

general encuentra un asidero considerado en la tragedia, en el subdesarrollo, en la falta de 

oportunidades y en el analfabetismo de los países tercermundistas que son un destino 

apetecido para lucrar organizaciones criminales,  que trafican con la necesidad de otros y que 

se relaciona directamente con la salud de las personas.  

 

Es claro que se deben aumentar las penas contenidas en el  tipo penal del art 2 de la ley 

919 de 2004 toda vez que quienes se dedican  a  esta actividad ya sea a través de la compra  o  

venta  o al suministro  con  fines  lucrativos o a la sustracción  o a la  comercialización  o 

quien   realice publicidad  sobre la  necesidad o  disponibilidad de un  órgano  saben que la 

dosificación de la pena convierte este delito en un tipo penal excarcelable y  que  además 

puede ser cobijado  con una  medida de aseguramiento no privativa  de la  libertad Art 
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307,308, y 313 de la ley 906 de 2004 Procedencia de la detención  preventiva   Art 313 de la 

ley  906 de 2004 No 2 (en los delitos  investigables  de oficio  cuando el mínimo de  la pena 

prevista por la  ley  sea  o  exceda de 4 años), en este  caso  y  atendiendo a la condición  

subjetiva del infractor  podríamos estar frente a la posibilidad de que no proceda la detención 

preventiva  por que no  se satisfacen por ejemplo no solo  los requisitos del 308 del estatuto 

procedimental si no que además  la pena mínima prevista esta fuera del alcance de la norma en 

su No 2 del art 313. Esto  solamente hablando de la procedencia de una detención preventiva. 

 

En cambio  similar  suerte correría quien fuera encontrado penalmente responsable de 

infringir la normatividad penal del art 2 de la le 919 del 2004 si al momento de imponer la 

pena se le concede un subrogado penal Diferente a la prisión intramural entratándose de su 

arraigo, condición física  o  modalidad de la conducta y el cuantum punitivo del  delito 

pudiendo  inclusive  determinando su lugar de habitación como sitio de reclusión para el 

desarrollo de la pena. 

 

Bajo estas premisas el legislador deberá aumentar el quantum punitivo de la pena 

mínima establecida en el tipo penal  pues como  mínimo  deberá tener en cuenta  conductas 

que igualen o superen una pena mínima de 4 años. O  incluir  a través  de un concejo de 

política criminal  el trafico de órganos y de componentes anatómicos  dentro del parágrafo del 

art 314 de la ley 906 las conductas en la cuales  no procederá la sustitución  de la detención 

preventiva en establecimiento  carcelario por detención  domiciliaria. 
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El  art 461 del  estatuto procedimental  claramente nos refiere” El Juez de ejecución de 

penas y medidas de seguridad podrá ordenar al  instituto nacional penitenciario y carcelario  la 

sustitución de la ejecución de la  pena, previa caución en los mismos casos de la sustitución de 

la detención preventiva. 

 

No hay políticas claras  de prevención en donde se enuncien los riesgos de quienes 

toman la decisión de vender un órgano. No se combate de manera categórica a aquellas 

organizaciones que se camuflan en el turismo del trasplante y que ofertan desde las mismas 

páginas de algunos Hospitales en donde disfrazando una actividad convencional turística, 

ofrecen la posibilidad de acceder a un trasplante. 

 

No hay políticas institucionales ni entidades que controlen la desmedida oferta que se 

realiza a aquellas poblaciones vulnerables,  y que generan un desequilibrio social aún más 

marcado por la ilicitud de esta actividad. No hay políticas que auspicien el conocimiento 

fundamental de los principios consagrados en nuestro Estado Social de Derecho y de los fines 

esenciales del Estado como es promover la prosperidad general y el respeto por la dignidad 

humana. 

 

Quienes se lucran de estos negocios se han convertido en mercaderes de la muerte, 

traen a su paso, inescrupulosas propuestas en donde las personas por su necesidad se ven 

obligadas a comercializar su cuerpo por partes, allí naturalmente pululan alrededor de esta 
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dantesca práctica internacional estafadores, timadores, bandas sicariales, bandas de 

secuestradores y de trata de personas con fines de trasplantes de órganos o más aún con fines 

de crímenes selectivos y sistemáticos contra poblaciones específicas (genocidios). 

 

8.2. ¿ES VIABLE SOMETER, PERMITIR, AUSPICIAR QUE SE TRASGREDA LA 
DIGNIDAD Y LA CONDICIÓN HUMANA EN ATENCIÓN A LA INT ERPRETACIÓN 
DEL LIBRE DESARROLLO DE LA PERSONALIDAD? 

 

En la constitución política de Colombia art. 16 “Todas las personas tienen derecho al 

libre desarrollo de su personalidad sin más limitaciones a las que imponen los derechos de los 

demás y el ordenamiento jurídico”. Este derecho fundamental, que a juicio del legislador 

tutela el libre desarrollo de la personalidad no puede ser interpretado desde la óptica de la 

irrestringibilidad absoluta por parte del Estado, pues garantiza razonablemente que las 

libertades se justifiquen en un derecho fundamental propio o colectivo que no trasgreda otro u 

otros. 

 

Todos los ciudadanos tenemos derecho a que se nos reconozca individualmente 

nuestras expectativas, decisiones, voluntad y se fundamentan principalmente en la 

característica del ser humano que es la autonomía que nos da una capacidad legal para ser o 

determinarnos con libertad de expresión corporal o mental. 
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Este artículo que tutela nuestra Carta Magna establece un límite al poder punitivo del 

Estado  causando unos límites al ius punendi, para que sean tenidas en cuenta las decisiones de 

los individuos, en contraprestación de las disposiciones generales que se establecen dentro de 

un conglomerado social.  Es decir, permitir que el individuo realice o haga actos propios de su 

voluntad, sería permitir que desarrolle libremente su personalidad. 

 

Entendiendo esto dentro de una concepción de Estado liberal, en el que las libertades 

encontrarían sus límites en el inicio de las libertades de sus congéneres y en la de sus propias 

decisiones que  no atenten contra su propia integridad o contra sus propios derechos o que 

rayen so pena de argumentarse libertades en la autodegradación de la dignidad de la especie 

humana en general. 

 

Se observa claramente que el legislador ha querido garantizar un derecho propio, 

único, intangible sin menoscabar el derecho de otras personas ni los derechos propios. En este 

juicioso análisis contribuiría tener en cuenta que también se pueden limitar las libertades de 

los ciudadanos y se pueden restringir derechos atendiendo la relevancia y la ponderación de 

bienes jurídicos,  que pretender tutelarse por parte del legislador. En aras de garantizar un 

derecho fundamental no se podrían desconocer otras libertades inherentes consagradas en la 

misma carta, como lo es la integridad personal y la dignidad. 

 



41 

 

Atendiendo el problema jurídico presentado en este trabajo, se surtiría un  debate en 

torno a si es viable que un ser humano dotado de razón y entendimiento tomara la decisión de 

vender un órgano funcional de su cuerpo y que con esta conducta sustancialmente no se 

afectara su integridad personal o que por el contrario una persona que para garantizar su 

integridad personal tomara la decisión de comprar un órgano con fines de trasplante para su 

subsistencia personal. 

 

En el primer caso planteado, atendemos a la circunstancia en que la persona está en 

pleno uso de sus facultades y que desarrollando el vínculo directo de la autonomía de su 

voluntad con fines lucrativos y patrimoniales decide vender un órgano funcional de su cuerpo.  

En este caso y considerando el instrumento que genera dicho acto y que no es otro que la 

necesidad pecuniaria de enajenar a título oneroso un órgano de su cuerpo, consideran algunos 

que no se le puede restringir por ningún ordenamiento jurídico penal como lo tiene contenido 

la Ley 906. 

 

Se hace necesario armonizar este precepto constitucional no solamente con la voluntad, 

la capacidad y la autonomía sino además con la íntima protección que tiene el Estado, tanto  

de la dignidad del ser humano como de la salud de quien toma la decisión de donar un órgano 

a título oneroso con fin de un trasplante, pues es claro que la calidad de vida de otro ser 

humano se mejorará presuntamente en aras del detrimento progresivo y sistemático del 

donante. 
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Esto constituye entonces en una falacia argumentativa que pretendería tener una 

contraposición de premisas. Unas en las que se salvaguarda el derecho de la autonomía y la 

voluntad, otras en las cuales se busca garantizar la salud como un fin público y otra muy 

yuxtapuesta como la pérdida funcional  y el menoscabo del que dona. 

 

Se presenta el siguiente interrogante: ¿cuál es el motivo que genera la donación con 

fines lucrativos de una persona que ha tomado la decisión de extraerse un órgano para 

entregárselo a otra persona y por esta actividad recibir remuneración? 

 

La respuesta no puede ser otra que la necesidad económica extrema, en consecuencia 

este negocio jurídico no podría estar precedido de la autonomía de la voluntad, del pleno 

consentimiento pues estaríamos frente a un estado de necesidad que trasgrede la 

intencionalidad, de quien está vendiendo un órgano a una condición manifiestamente contraria 

a la garantía constitucional de los principios del derecho como la dignidad humana. 

 

¿Quién puede tomar una decisión que como tal se surte quizás en la no aplicación de 

los fines esenciales del Estado, en la garantía de la integridad personal, en la garantía a todas 

las expectativas que genera la prosperidad, la igualdad de oportunidades, la salud. Se podría 

decir que hay autodeterminación cuando el ingrediente es la necesidad de entregar un bien 

como es un órgano por remuneración económica? ¿Hay plena libertad psíquica, será que esta 

libertad no está coaccionada quizás por una consecuencia de la inoperancia y la inaplicabilidad 
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de los fines esenciales del Estado Social de Derecho que están resumidos en el mismo respeto 

a la dignidad humana, en la prevalencia del interés general y de la prosperidad general de 

todos?. 

 

Al parecer no hay plena libertad cuando una circunstancia externa de pobreza, 

necesidad, atraso, analfabetismo de escasez de trabajo, debilita la voluntad humana.  Esa 

libertad no puede darse libre, mucho menos espontánea,  pues la inferioridad en que se 

encuentra quien por necesidad pone una parte de su cuerpo a la venta puede generar vicios en 

su voluntad infranqueables toda vez que no es producto de una decisión propia del desarrollo 

de la persona. 

 

8.3. CAUSAS ENDÓGENAS Y EXÓGENAS QUE HAN PROPICIADO EL TURISMO DE 
TRASPLANTE DE ÓRGANOS 

 

 

Muchos son los motivos que han propiciado el desarrollo del turismo con fines de 

trasplantes de órganos y tejidos, sin embargo podemos determinar cómo una de las principales 

causas el mercado internacional se da, por el abundante crecimiento de demanda de enfermos 

en algunos casos terminales que necesitan órganos vitales para seguir viviendo, u órganos para 

mejorar su calidad de vida. 
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La pobreza ha sido el principal oferente a estos mercados, lo que ha llevado a 

desarrollar un mercado negro que se despliega en los vacíos jurídico legales, robusteciéndose 

un negocio que nutre no solamente a quien se lucra económicamente por la venta de un 

órgano, sino a quien participa en la consecución, colocación, ubicación, trasplante y recepción 

de los mismos órganos. 

 

 

Países tercermundistas como Colombia, India, Perú, nutren considerablemente la 

necesidad de países con demanda de órganos que tienen una situación económicamente 

privilegiada. 

 

 

No existen estadísticas ni informes contundentes pero el tráfico de órganos es una 

realidad global que se ha puesto sobre el tapete y a los cuales la ONU ha dado todo su 

interés pues de acuerdo al análisis presentados se ha podido establecer que el tráfico de 

órganos podría estar detrás del 5 a 10% de todos los trasplantes renales que se practican 

en el mundo, eso significa que se harían entre 3.400 y 6.800 trasplantes anuales con 

riñones obtenidos de forma ilícita.  

 

 

8.4. ¿MITO O DELITO? 

 

 

El tráfico de órganos no es ficción, es una realidad palpable, latente, con datos y con 

estadísticas propias de cada uno de los países que reciben el flagelo inminente de los emporios 

económicos y de la política del que puede comprar hasta la dignidad humana. 
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Países como Pakistán, Filipinas, Egipto, Sudán, Venezuela, Paraguay, India, China y 

Colombia son muy propicios para que se desarrolle esta actividad.  Esto genera que se 

desarrollen delitos conexos como el secuestro de niños y adultos con fines de obtención de 

órganos, desapariciones, secuestro de niños, trata de personas y otras prácticas aberrantes y 

criminales como la extracción de órganos y tejidos en personas vivas y en cadáveres con fines 

lucrativos. 

 

Naciones Unidas ha reiterado no solamente la necesidad de compilar y documentar 

cada caso de sus países miembros, sino que además resalta la importancia de desarrollar 

medidas que eviten y combatan el comercio ilegal de órganos y tejidos y que muy por el 

contrario se fomente una política de donación de órganos con fines altruistas que pueda llegar 

a contrarrestar  la demanda actual. 

 

Es una cruel realidad que nos afecta también a los Colombianos, a Perú, Brasil, en 

general a todo latino. Es una realidad que debemos enfrentar y destruir. No es un simple mito 

urbano, como muchos creen, es el sufrimiento que padecen muchas familias y el mismo ser 

humano.  ¿Pero cuál es la verdadera definición de este problema? El tráfico de órganos 

consiste en el transporte y sesión de órganos con el fin de obtener beneficios económicos. 
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Nuestros países son muy  afectados por la simple razón de que tienen un nivel 

económico bajo, podemos decir que muchos se benefician al obtener un órgano sano, sabemos 

que muchos mueren tratando de obtener uno,  pero no es justo con los que tienen que afrontar 

la vida con uno solo de sus órganos. 

 

¿Cuáles son nuestras cifras comparadas con el mundo en lo concerniente al tema de 

trasplantes? Cada año en el mundo se realizan más de  40.000 trasplantes, pero actualmente la 

falta de donantes hace que más de 150.000 personas en el mundo esperen en la larga lista para 

recibir un órgano, de la misma forma este número crece en un 15% cada año. (Ramírez, 2010) 

 

En este momento según la Red nacional de trasplantes, en Colombia existen 

aproximadamente 3.000 pacientes que esperan un órgano para que les sea trasplantado, de los 

cuales el 15% son niños.  Casi un 50% de ellos fallecen antes de lograr el trasplante debido a 

la falta de órganos. 

 

Sin embargo las estadísticas también demuestran que en el año 1998 existían tres 

donantes por cada millón de habitantes, en el momento la cifra no supera 12 por millón de 

habitantes mientras que en España y USA la cifra supera los 33 y 22 por millón de habitantes 

respectivamente. (Karina, s,f)  
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Se estima que tan solo un donante puede salvar la vida de aproximadamente 55 

pacientes. Los trasplantes que más demanda tienen en Colombia son riñón, corazón, córnea 

2008)y médula ósea y son cubiertos por el POS. 

 

9. CONCLUSIONES 

 

El tráfico de órganos y componentes anatómicos es un delito de condiciones 

trasnacionales que trasgreden el ordenamiento jurídico y el derecho internacional. Se 

constituye en una conducta criminológica de alto impacto social, que genera consecuencias 

irreversibles en los países de bajos recursos o en vía de desarrollo. Lo que  favorece a 

organizaciones criminales apoyadas en la necesidad económica de las personas que deciden 

vender su cuerpo a través de los trasplantes de órganos y tejidos. 

 

En países como Colombia, Ecuador, Venezuela y Brasil se robustecen 

económicamente las empresas criminales que encuentran en la desigualdad social, en la falta 

de oportunidades laborales, en los límites de la miseria y en los problemas internos 

económicos y políticos de estos Estados, condiciones propicias para lucrar a quienes se 

dedican al tráfico, a la compra venta, a la comercialización y a la oferta de los mercaderes de 

los órganos y tejidos con fines de trasplante. 
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En Colombia no hay una política criminal establecida que se estructura en los criterios 

de necesidad, de impacto social y de prevención frente a deplorables conductas que además de 

trasgredir la dignidad humana generan efectos de alto impacto en la salud pública. 

 

La legislación vigente en Colombia para prevenir, combatir y penalizar el tráfico de 

órganos y tejidos,  es laxa y sus penas no representan un impacto en la prevención general de 

estas conductas y mucho menos coercionan a las empresas criminales que se dedican a ofertar 

viajes de turismo que incluyen trasplantes de órganos y tejidos. 

 

Se puede generar impunidad en la autoría de aquellas conductas que atentan contra 

bienes jurídicos de alto impacto en la legislación penal y que encuentran conexidad con los 

mínimos derechos fundamentales como la vida, los derechos contra la integridad personal, los 

derechos contra las libertades, contra la igualdad y contra la esclavitud cuando se auspicia o 

simplemente se derivan conductas terminantemente lucrativas. 

Hay un vacío normativo importante, pues aunque se penaliza la conducta de la compra 

venta, la comercialización, el tráfico y los actos de publicidad de los órganos y tejidos, 

descuidamos los tipos penales en los cuales se pueda poner en peligro la salud pública cuando 

realizando estas actividades a través de la donación se desconocen las condiciones mínimas de 

salubridad, conservación, almacenamiento, transporte y extracción de los mismos. 
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El tráfico de órganos y tejidos no es un problema de salud pública para Colombia, es 

un problema de salud pública para el mundo, pues se cruzan fronteras con el desgarrador 

objetivo de convertir a los más pobres en un recurso corporal que termina siendo poco menos 

que un bien mueble. 
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